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TOCA PENAL NÚMERO: *******. 
 
EXPEDIENTE NÚMERO: ******. 
 
ACUSADO: **** *** ******* ***** *******. 
 
DELITO: ROBO. 
  

 

OCTAVA SALA, ESPECIALIZADA EN MATERIA PENAL TRADICIONAL 
DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL ESTADO.- Cancún Quintana 
Roo, a diecisiete de marzo del año dos mil veintiuno. – 
- - - VISTOS.- Para resolver el Toca Penal cuyos datos se indican al rubro, 
formado con motivo del recurso de apelación interpuesto por el Agente del 
Ministerio Público de la Adscripción, en contra del auto de fecha treinta y uno 
de enero del año dos mil veinte, dictado por la Secretaria de Estudio y Cuenta 
de Juzgado en Funciones de Juez Tercero Penal Auxiliar “A” de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Cancún, Quintana Roo, mediante el cual se 
negó la orden de aprehensión a favor de **** *** ******* ***** *******, por la 
comisión del delito de ROBO, en los autos de la causa penal número ******; y  
 

R E S U L T A N D O 
 

- - - I.- En el proceso penal de referencia, se dictó la resolución impugnada, 
cuyos puntos resolutivos en lo conducente son los siguientes - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - 
 

“…PRIMERO.- Se NIEGA LA ORDEN DE APREHENSIÓN, 

solicitada por la Representación Social del Fuero Común, en 

favor de **** *** ******* ***** *******, por el delito de Robo, ilícito 

previsto en el artículo 142, en su párrafo primero, previsto por el 

articulo 145 fracción V, y sancionado con el artículo 145 párrafo 

primero, en relación a los numerales 14 párrafo segundo y 16 

fracción I, del Código Penal adjetivo a la materia, por no 

encontrarse reunidos los requisitos exigidos por el artículo 16 de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y por el 

que ejercito acción penal en su contra el Ministerio Público, sin 

perjuicio de que por datos posteriores de prueba nuevamente 

ejercitarse acción penal en su contra. – 

- - - SEGUNDO.- Notifiques esta resolución al ciudadano Agente 

del Ministerio Público del Fuero Común, para su conocimiento y 

efectos legales correspondientes. – 

- - - TERCERO.- NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE Y 

CÚMPLASE.- Así lo acordó, manda y firma la ciudadana ***** 

****** *******, Secretaria de Acuerdos en Funciones de Juez 

Tercero Penal Auxiliar “A” de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de Cancún, Quintana Roo, asistido del Licenciado ****** 

***** ******* *******, Actuario en Funciones de Secretario de 

Estudio y Cuenta habilitado como Secretario de Acuerdos con 

quien actúa y da fe. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - DOY FE. - - 

-…” (sic) 
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- - - II.- Que inconforme con la resolución anterior, Agente del Ministerio Público, 
Adscrito al Juzgado de Origen, interpuso recurso de apelación, remitiéndose los 
autos originales a este Tribunal para la substanciación del recurso hecho valer. 
Recibidos los autos en esta sala y habiéndose declarado bien admitido el recurso, 
se procedió a la integración del toca correspondiente y substanciado, se llevó a 
cabo la AUDIENCIA DE VISTA PUBLICA en fecha VEINTICINCO DE FEBRERO 
DEL AÑO DOS MIL VEINTIUNO, dejándose en estado de dictar la resolución que 
con esta fecha se pronuncia, y:  
 

C O N S I D E R A N D O 
 
- - - I.- Mediante fecha catorce de julio de dos mil dieciséis se publicaron en el 
Periódico Oficial del Estado de Quintana Roo, dos acuerdos emitidos por el Pleno 
del Tribunal Superior de Justicia del Estado, ambos de fecha cinco de julio de dos 
mil dieciséis, relativos, el primero, al Acuerdo del Pleno del Tribunal Superior de 
Justicia del Estado, por el cual se derogan los acuerdos de fechas  dieciocho de 
julio de dos mil catorce, ocho de octubre de dos mil catorce, quince de septiembre 
de dos mil quince, cuatro de noviembre de dos mil quince y treinta y uno de mayo 
de dos mil dieciséis, publicados respectivamente en los periódicos oficiales del 
Estado, los días veintiuno de julio de dos mil catorce, veinte de octubre de dos mil 
catorce, diecisiete de septiembre de dos mil quince, el cinco de noviembre de dos 
mil quince, y el dos de junio de dos mil dieciséis; mismo acuerdo mediante el cual 
se crean y organizan las Salas Unitarias de Segunda Instancia del Tribunal Superior 
de Justicia del Estado; en tanto que el segundo de dichos acuerdos es relativo a la 
adscripción y readscripción de los Magistrados Numerarios y Supernumerarios a las 
Salas Especializadas del Tribunal Superior de Justicia del Estado; de donde se 
observa se organizaron las Salas Unitarias de Segunda Instancia con sede en la 
ciudad Capital de Chetumal, Quintana Roo, y en esta ciudad, a través del que se 
determinó que para el ejercicio de las funciones, el Tribunal Superior de Justicia 
actuará en Salas Unitarias Especializadas, organizándose las Salas que tendrán 
competencia para conocer de los asuntos en segunda instancia, siendo ésta la 
Octava Sala Especializada en Materia Penal Tradicional competente para conocer y 
resolver del presente asunto, en sustitución de la Séptima Sala Especializada en 
Materia Penal del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Quintana Roo; de 
igual forma, en el segundo de dichos acuerdos publicados antes referidos, se 
observa que se nombró como titular de la Octava Sala Especializada en Materia 
Penal Tradicional al Magistrado Supernumerario. Finalmente, mediante acuerdo del 
Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado, publicado en el periódico oficial 
de la Entidad, en fecha veintiuno de diciembre del dos mil dieciséis, a partir del diez 
de enero del dos mil diecisiete funge como titular la magistrada ADRIANA 
CÁRDENAS AGUILAR. – 
- - - II.- El presente recurso tiene el objeto y alcance que le conceden los artículos 
292, 293, 294 Fracción I, 295 Fracción VII, y 329 del Código de Procedimientos 
Penales vigente en el Estado. – 
- - - III.- Que el Agente del Ministerio Público, Adscrito al Juzgado de Origen, 
mediante escrito presentado en vía de agravios expresó su discordancia con el auto 
emitido, mismos que obran en autos del sumario, y que en obvio de repeticiones 
innecesarias se tienen por transcritos a la letra en ésta resolución, sin que depare 
perjuicio alguno al apelante en los términos de la Tesis Jurisprudencial bajo el 
rubro: “AGRAVIO, FALTA DE TRANSCRIPCIÓN DE LOS, EN LA SENTENCIA. NO 
CAUSA PERJUICIO SI SE CONTESTAN”. Visible en la página 61, Tomo IV 
segunda parte, octava época, Semanario Judicial de la Federación. – 
- - - IV.- Con fundamentó en el artículo 32 Fracción I de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial del Estado, ésta Sala es competente para conocer y resolver el presente 
recurso de apelación. – 
- - - V.-. En efecto, contrario a lo manifestado por el inconforme, tal y como lo 
consideró el Juez natural, en la especie no se encuentran acreditados los 
elementos que integran el tipo penal de ROBO, previsto en el artículo 142, en su 
párrafo primero y 145 fracción V, sancionado con el artículo 145 párrafo primero, en 
relación 14 párrafo segundo y 16 fracción I, todos del Código Penal vigente en el 
Estado al momento de los hechos; por el cual la Representación Social, ejercitó 
acción penal en contra de **** *** ******* ***** *******, cometido en agravio de la 
persona moral denominada ******* *** ******* ** ** ** ** *.; Criterio al que se llega 
basándose en las siguientes consideraciones de hecho y de derecho: En efecto, el 
citado Artículo 142 Párrafo Primero establece el siguiente supuesto legal: “Se 
impondrá de seis meses a seis años de prisión y de diez a cincuenta días multa, al 
que se apodere de una cosa ajena mueble, sin derecho y sin consentimiento de la 
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persona  que puede disponer de ella conforme a la Ley.”; asimismo el numeral 145 
Bis Fracción V dispone: “Quebrantando la confianza o seguridad  derivada de una 
relación de servicios, trabajo u hospitalidad”. De las anteriores definiciones tenemos 
que los elementos constitutivos que integran cuerpo del delito en comento son los 
siguientes, tal y como correctamente lo estableció el Juzgador: 
                 
                a).- Una acción de apoderamiento;  
                 
                b).- Que el apoderamiento se realice sobre una cosa ajena mueble;  
                 
                c).- Que se realice sin derecho y sin consentimiento de quien pueda 
disponer de la cosa;  
                 
            Asimismo el A quo fue correcto al señalar que el artículo 71 del Código de 
Procedimientos en Materia Penal del Estado en vigor, el cual dispone que el tipo 
penal se tendrá por comprobado cuando esté justificada la existencia de los 
elementos que constituyan el hecho delictuoso, según lo determine la ley penal, 
salvo los casos en que tenga señalada una comprobación especial; en esta tesitura 
por cuanto el ordenamiento procesal invocado prevé una comprobación específica 
para el delito de ROBO es imperativo sujetarse a lo que establece el artículo 80 de 
la Ley Adjetiva en vigor, que en lo que atañe a esta Autoridad Revisora dice: “En los 
casos de robo, el cuerpo penal podrá comprobarse: I.- Con la confesión del 
indiciado en la que admite haber cometido el robo que se le imputa, la cual deberá 
estar apoyada por otros medios de prueba idóneo; aun cuando se ignore quien sea 
el dueño de la cosa objeto del delito; II.- Con la presunción derivada del hecho de 
tener en su poder el acusado alguna cosa que por sus circunstancias personales no 
sea verosímil que haya podido adquirir legítimamente, sino justifica la procedencia 
de aquella, y; III.- Con la prueba de la preexistencia, propiedad y falta posterior de 
la cosa robada” En este contexto, debe quedar debidamente precisado, que de 
conformidad a lo establecido en el artículo 14 de la Carta Magna Federal y 1° de la 
Ley Penal Estatal en vigor, para la configuración de un ilícito se necesita la 
actualización de cada uno de los elementos constitutivos previstos en la norma 
penal, es decir, es menester que haya una correcta adecuación entre la conducta 
desplegada por el inculpado, y la hipótesis normativa que prevé y sanciona el 
antijurídico, lo que doctrinalmente se conoce como tipicidad, circunstancia que en el 
caso particular no se concreta, ya que el Juez Primario estuvo en lo correcto al 
señalar que no se acreditan ninguna de las hipótesis que exige el invocado numeral 
80, se dice lo anterior tomando en consideración que al efectuar un minucioso 
estudio y análisis de los medios probatorios que fueron acopiados en la fase 
indagatoria, y acorde a la mecánica en la que supuestamente acontecieron los 
actos ilícitos acusados ante la Representación Social, por lo que se insiste que no 
se acredita en la especie dichos elementos, se dice lo anterior de acuerdo a las 
pruebas que glosan en autos. – 

Ya que de acuerdo al conjunto de pruebas aportadas, primeramente no se 

acredita el elemento toral del ilícito en estudio, que lo es “una acción de 

apoderamiento”; en segundo término no se pasa por alto que de acuerdo a la 

denuncia emitida por el Licenciado ****** ****** ***** *********, así como los 

testimonios de cargo emitidos por las ciudadanas ***** ***** **** * ***** ***** **, no 

precisaron circunstancias de tiempo, lugar y modo de ejecución del hecho ilícito 

imputado, pues el denunciante fue omiso en señalar dichas situaciones y las 

testigos no precisan día, hora en que supuestamente se percataron del robo solo se 

limitaron a señalar “…aproximadamente durante el año dos mil catorce…”, “…en 

varias ocasiones…” –***** –, “…aproximadamente en el mes de marzo del dos mil 

catorce…” y “…los meses de enero a junio del dos mil catorce…” – ***** –, de igual 

manera dichas testigos no fueron claras en preciar “el modo” en que 

supuestamente la agente delictivo se apodero de los objetos denunciados; y en 

tercer término dichas probanzas tampoco  fueron suficientes para acreditar la falta 

posterior de la cosa ajena de los diversos objetos que señala el denunciante, 

menos aún la acción de apoderamiento sobre los mismos. – 
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En este contexto, los datos de prueba acopiados durante la fase indagatoria 

son insuficientes para acreditar la materialidad del delito de ROBO; lo cierto es, que 

tal extremo no se evidencia con los datos de prueba que obran en el sumario, ante 

esta Sala Revisora, al resolver el recurso interpuesto por el Fiscal adscrito al 

Juzgado de Origen. – 

Asimismo no se pasa por alto que el A quo fue omiso en estudiar en la 

resolución combatida, lo referente a la Fracción V del numeral 145 Bis del Código 

Penal vigente en el Estado al momento de los hechos, el cual dispone: 

“Quebrantando la confianza o seguridad  derivada de una relación de servicios, 

trabajo u hospitalidad”; incluso no plasmo en sus ingredientes como uno de los 

elementos materiales del ilícito en estudio, consistente en: d).- Que dicho 

apoderamiento se realice quebrantando la confianza derivada de una relación de 

trabajo; lo cual fue incorrecto, ya que debió plasmar como elemento material, 

estudiar si de acuerdo a las pruebas que militan en autos se acredita o no el mismo 

según su criterio, o en su caso examinar por separado y posterior al análisis de los 

elementos material, como calificativa, pero esto no ocurrió; sin embargo, el fiscal 

apelante no combatió dicha omisión, pues no esgrimió argumento alguno para 

combatir la desatención realizada por el A quo, en consecuencia esta Sala Revisora 

está impedida para suplir la deficiencia de la queja a la institución ministerial, 

representada por el fiscal recurrente, en un asunto cuya litis es cerrada, por ser de 

estricto derecho, como es la apelación efectuada por el Ministerio Público y donde 

el examen de oficio de aquellos argumentos no planteados ni combatidos por el 

indagador en el recurso ordinario que se analiza, ya que el numeral 302 del Código 

de Procedimientos Penales establece que cuando el apelante sea el Ministerio 

Público, deberá expresar qué parte de la resolución le causa agravio, el precepto o 

preceptos legales violados y el concepto o conceptos de violación. Artículo que 

impone al ahora recurrente la obligación de expresar la lesión o agravio que le 

causa a su derecho la determinación judicial combatida, por haberse aplicado 

indebidamente la Ley o por haberse dejado de aplicar la que rige en el caso, así 

como si en el proceso se violó manifiestamente el procedimiento en forma que se 

haya dejado sin defensa al quejoso. En consecuencia, al expresar cada agravio 

debe el inconforme señalar cuál es la parte de la resolución que le causa perjuicio, 

citar el precepto legal violado y expresar el o los conceptos de violación, empero, si 

se colige con la interpretación del numeral 328 de la Ley Adjetiva de la Materia en 

vigor, cuando el recurrente sea el Ministerio Público, si los agravios no los plantea 

debidamente, éstos no son aptos para ser tomados en consideración; por tanto, el 

agravio que carezca de estos requisitos, deberá declararse ineficaz, ya que la 

suplencia en materia de apelaciones penales, sólo obedece cuando se trate del 

indiciado o del directamente agraviado y no se pueden enmendar las omisiones o 

deficiencias impugnatorias en que incurra Representación Social; lo que acontece 

en el presente asunto que se analiza, ante tal circunstancia, no se entrara al estudio 

de dicho elemento. – 

Expuesto lo anterior, conforme a la definición transcrita y los elementos 

corpóreos citados del delito de ROBO, la conducta de apoderamiento constituye el 

núcleo del invocado injusto penal y consiste en la acción de sustraer el objeto 
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material del ilícito de la esfera de disponibilidad del sujeto pasivo y colocarlo bajo el 

poder de hecho del agente del delito; en este sentido debe decirse que la acción de 

apoderamiento debe ser ilegítima, en cuanto que la conducta se realice sin derecho 

y sin consentimiento de quien puede disponer libremente del bien jurídicamente 

protegido. En este orden de ideas, con fundamentó en lo dispuesto por el artículo 

84 del Código de Procedimientos Penales Vigente en el Estado, procederemos al 

análisis del primer elemento del delito consistente en una acción de 

apoderamiento, elemento que no se tiene por acreditado en la especie con los 

medios de prueba que obran en autos, pues si bien es cierto, el Ministerio Público 

basó su acusación en la DENUNCIA PRESENTADA POR EL LICENCIADO ****** 

****** ***** ********* realizada ante la Autoridad Ministerial en fecha diez de 

septiembre del año dos mil catorce, quien señaló: que la persona moral que 

representa, pasivo del delito, es una empresa mercantil, que tiene por objeto la 

prestación de diversos servicios quienes tienen por objeto entre otras operaciones. 

Motivo por el cual su representada contrata los servicios de diversas empresas con 

la finalidad de que a su vez dicha empresas les proporciones personal calificado, tal 

es el caso de la hoy indiciada, de nombre **** *** ******* ***** *******, quien es 

empleada de la persona moral denominada ***** ******** **** ** ****,  lo que se 

acredita con la constancia de relación laboral que obren agregadas en la audiencia 

que exhibe en original con sus respectivas copias simples, misma empresa con la 

cual su representada tiene convenios para que a su vez, las personas calificadas de 

esas empresas en comento, realicen labores en la empresa de su mandante en su 

calidad de comisionados, quienes con dicha empresa firman de manera autógrafa y 

con huella digital un contrato de trabajo que es hecho del conocimiento de las 

obligaciones adquiridas por esas personas, adquiriendo los indiciados desde ese 

momento en su carácter de confianza y conocimiento de las políticas del trabajo, 

sus obligaciones, tareas, responsabilidades y alcances que conllevan sus puestos. 

En tal tesitura y para la mejor organización y desempeño de ese tipo de 

trabajadores, son monitoreados con revisiones periódicas, por lo que el pasado seis 

de Junio del año dos mil catorce, el Departamento de Auditoría Central de ******* *** 

******* **** ** ****, recibió el faltante de inventario de mercancías por lo que se 

implementó procedimiento de revisión especial de inventario de mercancías en la 

********  **** **** ******* ************ ******* * ***** ******* **** *** ******* ********* ******* 

******* **** **** Cancún, Quintana Roo, en la que se determinó un faltante real en 

inventario, mismo que asciende a un monto de $67.753.00 (Setenta y siete mil 

setecientos cincuenta y tres pesos 00/100 M.N.), motivo por el cual se realizó dicho 

procedimiento  de revisión de Auditoria Interna a cargo del Licenciado en 

Contaduría ******* ****** *** *****, en su calidad de Auditor interno de “******* *** 

******** **** ** ***., auditando así la sucursal en mención. Derivado de la auditoria se 

encontraron irregularidades y desviaciones en el rubro de inventarios, haciendo 

mención que dichas irregularidades y desviaciones en el rubro de inventarios, 

haciendo mención que dichas irregularidades fueron realizadas durante la 

administración, haciendo mención que dichas irregularidades fueron realizadas 

durante la administración de la ciudadana **** *** ******* ***** *******, quien derivado 

de su puesto como Líder vendedor especializado en mercancía, quien conocía 
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plenamente  las funciones y responsabilidades de su puesto tenía bajo su 

responsabilidad realizar el inventario físico de la mercancía por lo menos una vez a 

la semana de lo que resulta que la antes mencionada de mala fe y de manera 

ventajosa, no realizó por razones obvias, ya que estaba sustrayendo los artículos 

sin reportar ningún faltante, de igual manera, la citada ***** ******* era la encargada 

de vigilar y custodiar toda la mercancía de la tienda, autorizar todas las salidas de 

mercancía de la tienda por ventas y transferencias, aplicar acciones inmediatas 

para aclarar, solucionar, pagar, cobrar los faltantes y/o sobrantes de mercancías, 

elaborar cédula de diferencias de inventario en caso de faltantes, funciones que 

omitió realizar por los hechos que cometió, ya que la señalada ***** ******* 

aprovechándose de sus funciones realizo desviaciones, debido a que la auditoria 

interna de su representada detecto  que la antes mencionada no realizo inventario 

físico semanal, no realizo la aclaración de los faltantes de inventario Aunado a lo 

anterior **** *** ******* ***** ******* le fue entregada en fecha dieciséis de 

Septiembre del año dos mil trece, mediante acta administrativa de entrega 

recepción del inventario de mercancías y la toma de mercancías, la responsabilidad 

tenencia y custodia de los bienes y derechos que son propiedad de la empresa 

******* *** ******* **** ** ***.; así como la administración de la bodega y de los bienes 

de su representada y que asciende a la cantidad de $67,753.00 (sesenta y siete mil 

setecientos cincuenta y tres pesos 00/100 M.N.) mediante dicha acta administrativa 

de entrega de fecha dieciséis de Septiembre del año dos mil trece, y la forma de 

inventario físico documento que obra agregados como anexo a la auditoria que 

presenta, en donde se hizo constar que el ciudadano ***** ******** ** ******, en su 

carácter de Líder de Mercancías, hizo entrega en fecha dieciséis de Septiembre del 

año dos mil trece, del control y administración de ******* ****** *** *****, quien actúo 

en carácter de Auditor interno de la empresa, con el fin de dar fe del acto de 

entrega y recepción de inventario de mercancías, así como también del resguardo y 

control de los inventarios de la ******** **** **** ******* ************ ******* * ***** 

******* **** *** ******* ********* ******* ******* **** **** Cancún, Quintana Roo, la 

ciudadana **** *** ******* ***** *******, le fue entregada la responsabilidad y control 

administrativo de la mercancía y artículos de la sucursal en cuestión, quien una de 

sus responsabilidades era de supervisar y custodiar los  bienes de su representada, 

así como resguardar, realizar, supervisar todas las operaciones que se generen 

como elaboración y toma física de inventarios entre otros puntos, y como parte de 

sus funciones de igual manera, era la encargada de realizar recepción de 

remisiones de mercancía, custodia, resguardo y acceso a la bodega de mercancías 

de pequeños y valiosos  mediante el control de llaves, quien únicamente las poseía, 

para el control, movimiento y revisión de dichas mercancías, por lo que la 

ciudadana **** *** ******* ***** *******, aprovechándose de sus funciones sacaba 

deña tienda  los artículos de la tienda de su representada, falsamente 

argumentando que serían transferidos a otras tiendas, lo cual resulta ser falso, 

derivado de que contaba con la administración de los artículos en horarios laborales 

y en diferentes ocasiones, hasta que dichos faltantes fueron detectados en 

auditoria. Por lo que el auditor de la empresa en cuestión, determinó que  dicha 

responsabilidad recae en la ciudadana **** *** ******* ***** *******, quien utilizo 
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indebidamente y para su lucro personal, sus funciones laborales, y con su actuar, 

ocasionaron que su representada tuviera un perjuicio y menoscabo patrimonial 

ocasionado por la conducta desplegada de la citada ***** *******, y dicho detrimento 

patrimonial es por la cantidad de $67,753.00 (sesenta y siete mil setecientos 

cincuenta y tres pesos 00/100 M.N.). – 

Denuncia a la cual el A quo indebidamente no señaló si otorgaba o no valor 
probatorio alguno, tampoco fundamentó ni motivó según su criterio, lo cual fue 
incorrecto; sin embargo esta Sala Revisora considera que dicha probanza merece 
valor indiciario en términos del numeral 254 del Código de Procedimientos Penales 
Vigente en el Estado, al advertirse que constituye un dato indiciario de prueba, 
empero para que dicho testimonio genere convicción plena es necesario se 
encuentre robustecido con otros medios probatorios conducentes e idóneos que 
sean dignos de fe, lo que en la especie no ocurre, primero porque no le constan los 
hechos, únicamente se concretó a señalar que el Departamento de Auditoría de la 
persona moral agraviada, recibió el faltante de inventario de mercancías por lo que 
se implementó un procedimiento de revisión especial de inventario de mercancías 
en la que se determinó un faltante real en inventario, por la cantidad de $67.753.00 
(Setenta y siete mil setecientos cincuenta y tres pesos 00/100 M.N.), en 
consecuencia se realizó dicho procedimiento de revisión de Auditoria Interna; en 
segundo término, los hechos que expone y las documentales que exhibe, no son 
suficientes para sostener fehacientemente que existió el apoderamiento que 
denuncia, ya que no se advierten circunstancias de modo, tiempo y lugar de los 
hechos, con el fin de sostener fehacientemente que efectivamente alguien se 
apoderó de diversos objetos, pues si bien solo se demuestra el quantum de 
determinados objetos, y aunque existe el inventario de las mercancías entregadas 
supuestamente a la sujeto activo, dicho documento no cuenta con la firma de la 
sujeto activo y tampoco se tiene la descripción los objetos que se dice recibió, 
máxime que no se tienen los documentos con los que se puede hacer una 
confrontación de las mercancías vendidas y las no vendidas en la temporalidad de 
los hechos, y obtener el posible faltante; datos necesarios que no fueron aportados; 
y tercer término, los testimonios de cargo que obran en autos y que serán materia 
de estudio con posterioridad tampoco son suficientes para sustentar su dicho, ya 
que a estos no les consta que alguien se haya apoderado de los objetos faltantes a 
los que hace alusión el denunciante. Por tanto, es obvio y de lógica elemental que 
el solo dicho del denunciante no tiene valor convictivo alguno. Sin embargo, lo 
anterior no quiere decir que su narración ante la autoridad ministerial no puede ser 
útil para construir la notitia criminis y, por ende, incentivar el inicio de una 
averiguación previa, tan es así que se realizaron las diligencias pertinentes, sobre 
todo tratándose de un delito de persecución oficiosa, pero por si sola la denuncia es 
insuficiente acreditar los elementos materiales del delito de Robo. Asimismo nos e 
pasa por alto que le asiste la razón al Juez Resolutor quien señaló que el 
denunciante se ostentó como Apoderado Legal de la Persona Moral Agraviada, 
aludiendo que para acreditar su dicho exhibió el testimonio de la escritura pública 
número noventa y tres mil novecientos veinte, libro mil novecientos uno, folio 
trescientos setenta y seis mil cuatrocientos cuarenta y cuatro de fecha dieciséis de 
junio del año dos mil catorce, pasado ante la fe del licenciado **** ******* ******** 
********, Titular de la Notaría número doscientos once del Distrito Federal, el cual lo 
acredita por el Apoderado Legal de la Empresa “******* *** ********* **** ** ****; sin 
embargo, efectivamente no obra en autos las mencionada copia certificada de la 
escritura, con lo cual únicamente el denunciante no acredita la personalidad con 
que se ostenta, pero dicha circunstancia no demerita su dicho, pues no se debe 
pasar por alto que en los delitos que se persiguen a petición de parte, necesario es 
el requisito de querella como presupuesto de procedibilidad, que a su vez se 
traduce en una consecuencia de punibilidad de la conducta criminosa del imputado; 
pero tratándose de los delitos que se persiguen de oficio, como ocurre respecto del 
delito de robo, basta que los Órganos del Estado tengan conocimiento de la 
comisión de un hecho que la ley reputa como delito, para que procedan a su 
investigación, a fin de que el Ministerio Público pueda ejercitar la acción 
persecutoria de rigor. Tanto es así, que cuando una persona es sorprendida in 
fraganti por ejemplo, al realizar un apoderamiento ilícito, hasta un particular puede 
detenerla y ponerla a disposición de la autoridad, a fin de que se ejercite la acción 
persecutoria por parte del Ministerio Público. Continuando con la revisión contrario 
ha lo sustentando por el Agente del Ministerio Público, el denunciante únicamente 
pretendió sustentar su dicho con: 
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La DECLARACIÓN TESTIMONIAL DE LAS CIUDADANAS ***** ***** **** * 
***** ***** **, emitidas ante la Autoridad ministerial, en fecha seis de septiembre del 
año dos mil diecisiete, en donde la primera deponente señaló: que es empleada de 
la empresa ******* *** ******* desde aproximadamente siete años y medio, de los 
cuales se ha desempeñado con el cargo de subgerente en la actualidad, su trabajo 
lo desempeña en la sucursal como ******** **** **** ******* *** ** ********* ******* ** ** 
******* **** *** ******* ********* ************ ******* * ***** ******* ******* **** ***, Cancún, 
Quintana Roo, y realiza las funciones de Subgerente de piso el cual consiste en 
revisar si la mercancía que exhibe para ventas en los pasillos de la tienda hace 
falta, y de ser así, acudir a la bodega bajo supervisión y en presencia del encargado 
por la mercancía de bodega quien es el que autoriza para poder recoger el artículo 
de la bodega, y llevar el artículo faltante al pasillo que correspondiera para la 
exhibición del mismo, en este caso el encargado y responsable del inventario y 
mercancía de la bodega lo era la señora **** *** ******* ***** *******, quien 
desempeño durante finales del año dos mil trece, y los primeros meses del año dos 
mil catorce, hasta ese mismo año el puesto de líder vendedor de mercancías de la 
sucursal en la cual trabajo, y estaba a cargo de los artículos y mercancías de la 
bodega, y era la única autorizada para ingresar a la bodega mediante el control de 
las llaves, así como también llevaba el control del inventario de los artículos y no 
entraba ni salía  nada de esa bodega, si no era por autorización  y en presencia de 
****, es así que en diferentes ocasiones aproximadamente durante el año dos mil 
catorce, generalmente los días sábado y domingo, estando en el interior de la 
bodega por autorización de la señora **** *** ******* ***** *******, está buscando un 
artículo para poder ponerlo en exhibición para su venta, y estando adentró pudo ver 
que la señora **** *** ******* ***** ******* estaba agarrando artículos de la bodega 
que guardaba entre sus pertenencias personales y en bolsas grandes de plásticos 
los artículos que alcanzó a ver que eran artículos como cafeteras, licuadoras, 
planchas , inclusive en unas ocasiones la vi guardar en cajas pantallas led de 
diferentes marcas a quien veía que después de guardarlos se salía de la tienda por 
la puerta principal de esos artículos que son de ******* *** *******, esto lo hizo en 
varias ocasiones en su presencia y de algunos de sus compañeros de piso como 
*****  ***** ** entre otros a lo cual ella y sus compañeros lo vieron normal, ya que 
esa persona era de confianza en la empresa y en una ocasión la señora **** *** 
******* ***** *******, le dijo a ella y a su compañera ***** ***** **, que los artículos que 
estaba guardando en las bolas y que sacaba de la tienda, los estaba trasladando a 
otra tienda, ya que supuestamente les habían asignado llevar los artículos a otra 
sucursal, esto lo hacía cada semana usualmente los días sábado y domingo entre 
las seis y nueve horas, casi al final del horario de trabajo, es el caso que en el mes 
de Abril y antes de salir le dijo a su compañera ***** ***** **, que iría a otra sucursal 
a transferir mercancía y que regresaba sin decir nada más, vio que salió con varios 
productos de distintas marcas así fue en varias ocasiones vio como **** sacaba 
artículos de la tienda, hasta en el mes de Junio del año dos mil catorce, el auditor 
interno de la empresa, el contador les informo a sus compañeros y a ella que le 
ayudaran porque iba a realizar una auditoria interna de inventario y fue así hasta 
que después de un mes aproximadamente gerencia de la tienda los cito junto con 
sus compañeros, y les preguntaron que si ellos entraban sin autorización a la 
bodega, y que si siempre estaban acompañados de la señora **** *** ******* ***** 
*******, cuando ingresaban a tomar equipo para exhibición y ahí fue que les dijeron 
que le habían robado a la tienda alrededor de más de sesenta mil peros en artículos  
y ellos le dijeron lo que habían visto, de que esa persona comúnmente los días 
sábado y domingo de los fines de semana sacaba mercancía de la bodega cuando 
iba de salida,  o en el transcurso de su trabajo, a veces la guardaban en sus cosas 
diciéndoles que la llevaría a otra tienda, haciendo falta esos artículos, y fue por eso 
que ellos nunca sospecharon de esas acciones. Por su parte la segunda deponente 
refirió: que lleva trabajando para la empresa ******* *** ******* desde 
aproximadamente seis años, las funciones que realiza es Gerente, y consiste en 
atender a los clientes quienes regularmente acuden a la tienda a comprar artículos, 
en la actualidad su trabajo lo realiza en la sucursal que se encuentra ubicada en la 
avenida **** *** ******* ********* ************ ******* * ***** ******* ******* **** ***, 
Cancún, Quintana Roo, conocida como la ******** **** **** ******, de lo que resulta, 
que de los artículos que hay en exhibición son los que ofrecen y venden a los 
clientes, mercancías que en algunas ocasiones es necesario tomar de las bodegas 
para poder ponerlo en exhibición a o cual solicita a su compañera de trabajo ***** 
***** **** quien es subgerente de la tienda, y es quien acude a la bodega a solicitar 
dichos artículos para ponerlos en exhibición y poder seguir ofreciéndoselos a los 
clientes, algunas veces la acompaño a la bodega la cual en el año dos mil catorce 
desde el mes de septiembre del año dos mil trece, hasta mediados del año dos mil 
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catorce, estaba bajo la responsabilidad de la señora **** *** ******* ***** *******, por 
lo que era la encargada y responsable de la mercancía y artículos que se guardan 
en la bodega, y tenía el trabajo de líder vendedor de mercancías de la sucursal en 
la cual ella labora, quien tiene el control de las llaves de la bodega, ya que en la 
tienda la única persona que podía ingresar a la bodega para mover o  tomar 
mercancía era la señora **** *** ******* ***** *******, por lo que nadie más tenía 
llaves y nadie podía entrar sin autorización y sin la presencia de ****, por lo que 
aproximadamente en el mes de marzo del año dos mil catorce, fui a buscar un 
artículo para exhibición que según se había agotado en la tienda, y pudo percatarse 
que la señora **** *** ******* ***** *******, estaba metiendo en bolsas de plástico y 
cajas mercancía de línea blanca, por lo que alcanzo a ver que eran licuadoras, 
cafeteras planchas entre otras cosas, que guardaban sin cuidado, y pudo ver como 
salieron de la sucursal con esos artículos entre sus cosas, lo cual no vio ni extraño 
ni raro en ningún momento ya que como empleada de la confianza que según era y 
encargada de la bodega, supuso que era normal, inclusive la señora **** en 
presencia de su compañera ***** ***** ****, le dijo en alguna ocasión que los 
artículos que está sacando eran para transferir a otras sucursales para venta, por lo 
que en múltiples ocasiones durante el año dos mil catorce, en fines de semana vio 
a la señora **** salir con bolsas y otras cajas de mercancía entre sus manos, así 
sucedió lo mismo durante los meses de Enero  Junio del año dos mil catorce, en los 
que veía el mismo comportamiento y en varias ocasiones le expreso que llevaría a 
los equipos para transferir dichos equipos que estaban pidiendo, nunca dijo a qué 
tienda, lo cual sucedió en diferentes ocasiones en presencia de compañeros de 
trabajo, hasta que el día seis de Junio del año dos mil catorce, acudió el auditor de 
la empresa de nombre ******* ****** ***  ***** en compañía de otras personas de la 
empresa, y les informaron que realizarían una auditoria interna de las mercancías y 
del inventario de la tienda, hasta que aproximadamente treinta días después les 
informaron que habían robado a la tienda, y que era una cantidad considerable en 
dinero por los artículos que se robaron, a lo que les hicieron varias preguntas, y les 
informaron entre sus compañeros, lo que habían visto, que la señora **** *** ******* 
***** ******* sacaba artículos de la tienda casi todos los días. – 

Testimonios a los cuales el A quo indebidamente no refirió  si otorgaba o no 
valor alguno, así tampoco fundamentó ni motivo según su criterio, lo cual fue 
incorrecto ya que; si bien es cierto señaló que dichos atestes no resultan idóneos 
para acreditar la falta posterior de los objetos robados, por no constarles realmente 
lo que deponen en autos, dicha aseveración deducida es correcta, lo cual se 
abordara con posterioridad; asimismo contrario a lo expresado por el Fiscal 
apelante en la sentencia recurrida, quien señala que a dichos atestes se les debió 
otorgar valor probatorio de conformidad con los numerales 119, 248, 250 y 254 del 
Código de Procedimientos Penales Vigente en el Estado, supuestamente por ser 
coincidentes al señalar que la sujeto activo era la encargada y responsable de la 
mercancía y de la tienda ******** ******** **** **** ******* ************ ******* * ***** 
******* **** *** ******* ********* ******* ******* **** ***, de esta Ciudad, e incluso se 
percataron cuando la agente delictivo en “algunas ocasiones” sacaba artículos de 
dicha tienda para transferirlos a otras sucursales para su venta, esto durante el año 
dos mil catorce. Sin embargo, contrario a lo señalado por el apelante, esta Sala 
considera que no puede concedérseles valor probatorio alguno a dichos 
testimonios, por cuanto no satisfacen los requisitos establecidos en las fracciones III 
y IV del artículo 250 del Código de Procedimientos Penales vigente del Estado de 
Quintana Roo, ya que resulta un hecho notorio que en el relato vertido por los 
deponentes se hayan ausentes las circunstancias de modo, tiempo y lugar de los 
hechos que aseguran haber atestiguado, luego entonces no pueden sustentar el 
dicho del denunciante, respecto a la apropiación ilícita de los objetos muebles que 
se dicen propiedad de la persona moral denominada ******* *** ******* ******** ******* 
** ******* ********; se afirma lo anterior, ya que sus narrativas, contrario a lo 
esgrimido por el apelante, se encuentra plagadas de imprecisiones y 
ambigüedades, tal y como se observa cuando se refieren a la temporalidad de los 
hechos, hacen mención “…aproximadamente durante el año dos mil catorce…”, 
“…en varias ocasiones…” –***** –, “…aproximadamente en el mes de marzo del 
dos mil catorce…” y “…los meses de enero a junio del dos mil catorce…” – ***** –, 
tan es así, que hasta el fiscal en sus agravios, no logro establecer hora, día, mes, 
solo hizo referencia del año dos mil catorce; continuando con los atestes se aprecia 
una serie de imprecisiones (respecto a los momentos en los que dicen haber 
observado la sustracción de los objetos materia del apoderamiento), lo que 
evidencia su falta de conocimiento respecto a los hechos, tan es así que el fiscal 
señalo en sus agravios de acuerdo a los testimonios que la sujeto activo sacaba 
artículos de dicha tienda para transferirlos a otras sucursales para su venta lo que 
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era parte de sus funciones laborales del sujeto activo, tal como el propio 
denunciante lo afirmo en su denuncia, por lo tanto, a las testigos no les consta el 
apoderamiento; en consecuencia dichos relatos crean suspicacia en este Tribunal 
de Apelación el hecho que los deponentes puedan establecer con precisión los 
artículos que a su decir fueron sustraídos, sin que aportaran sus características 
(marca, modelo, tamaño), ambas coinciden en señalar que fueron licuadoras, 
cafeteras y planchas – haciendo mención de los citados artículos en plural – pero 
de acuerdo al inventario de faltantes aportado tanto por el denunciante (a foja 55), 
así como el dictamen de pericial contable (a foja 112-114) solo hacen mención de 
una cafetera, no de varias, así como de tres planchas y tres licuadoras, lo cual no 
concuerda con las diversas ocasiones cada una de las testigos dicen observaron 
que la sujeto activo tomo artículos de la bodega (licuadoras, cafeteras y planchas), 
aunado que tampoco señalan con precisión la data en la que aconteció; así como el 
hecho de que las deponentes no saben ni les consta que efectivamente la activo se 
apoderó de los objetos, pues en reiteradas ocasiones señalaron que dicha situación 
la vieron normal y escuchaban que la activo decía que le habían asignado llevar 
dichos artículos a otra sucursal, tan es así que ambas testigos afirman que en junio 
del año dos mil catorce se realizó una auditoria y treinta días después les 
informaron que “habían robado en la tienda”, por lo tanto, a las deponentes no les 
consta el apoderamiento, pues tuvieron conocimiento de esto, por terceras 
personas. Resultando aplicable al caso la Tesis Aislada, de la novena época, con 
número de registro 175251, a instancia del  Primer Tribunal Colegiado en Materias 
Penal y Administrativa del Décimo Séptimo Circuito, publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIII, Abril de 2006, en Materia Penal, 
Tesis: XVII.1o.P.A.45 P, Página: 1169, cuyo Rubro y texto son los siguientes: 
“PRUEBA TESTIMONIAL. PARA SU INTEGRACIÓN Y VALORACIÓN DEBEN 
PROPORCIONARSE LAS CIRCUNSTANCIAS DE TIEMPO, LUGAR Y MODO 
SOBRE LOS HECHOS QUE DECLAREN LOS TESTIGOS, AUN CUANDO EL 
CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES DEL ESTADO DE CHIHUAHUA NO 
LO PREVEA. Aun cuando el Código de Procedimientos Penales del Estado de 
Chihuahua, no regule lo concerniente a la integración y valoración de la prueba 
testimonial, es decir, los requisitos que deben reunir las declaraciones que la 
integren y deje al prudente arbitrio del juzgador su valoración, ello no debe 
entenderse en el sentido de que tendrá valor probatorio el dicho de un testigo 
cuando no precise las circunstancias de tiempo, lugar y modo sobre los hechos 
inquiridos, pues si lo que se indaga es su veracidad, éstos tienen como presupuesto 
lógico necesario que aquél afirme cómo los percibió y en qué condiciones objetivas 
de tiempo, lugar y modo adquirió ese conocimiento, debiendo ser lo más preciso 
posible de acuerdo a las circunstancias de los hechos en estudio pues, en caso 
contrario, demeritará la credibilidad de su declaración si se limita a hacer 
afirmaciones de manera imprecisa, sin aportar al juzgador elementos objetivos que 
evidencien la veracidad de su dicho. Además, de otorgar valor a la declaración vaga 
e imprecisa en cuanto a los requisitos señalados, ocasionaría coartar el derecho de 
defensa del inculpado, quien se vería impedido para ofrecer prueba en contrario 
sobre un supuesto hecho, respecto del cual el testigo no precisó la fecha en que 
aconteció”. – 

Luego entonces, este Tribunal de Apelación considera que los testimonios de 
las ciudadanas ***** ***** **** y ***** ***** **, no pueden ser consideradas dignos de 
fe y credibilidad, primero para establecer las circunstancias de modo, tiempo y lugar 
de los hechos, en las que aconteció la apropiación de los objetos cuyo 
apoderamiento se reprocha, por lo que se justifica el no haberles conferido valor 
probatorio alguno; en segundo término no acreditan la acción de apoderamiento, al 
considerar la posibilidad que hayan observado la sustracción de diversos objetos, 
ya que no existe manera alguna de poder relacionarlos con los que aparecen como 
faltantes; siendo que tales testimoniales no reúnen los requisitos previstos en el 
artículo 250 del Código de Procedimientos Penales en el Estado, pues sus 
testimonios no son claros ni precisos, creando dudas y reticencias sobre sus 
dichos. – 

De igual forma en el sumario obra el contenido del INFORME DE 
INVESTIGACIÓN suscrito por el ciudadano Eligio Canul Ruiz, Agente de la extinta 
Policía Judicial del Estado, adscrito al Departamento de Robos, de fecha 
veintinueve de septiembre del dos mil catorce. – 

Probanza a la cual el juez de la causa le negó valor probatorio de manera 
certera, al no engendrar convicción de conformidad con lo establecido en el 
numeral 254 del Código de Procedimientos Penales del Estado, en razón de que 
constituye un instrumento para el Representante Social investigador se allegue de 
otros elementos de prueba y este estaba en aptitud de desahogar esos datos a que 
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se contrae dicho informe, para la debida integración de la indagatoria, es decir, 
ordenar citar a las personas para obtener su declaración, así como de requerir la 
entrega o exhibición de documentos que estuvieren en su poder, así como otro tipo 
de pruebas como videos, fotografías o cualquier medio tecnológico que pudieran 
aportar datos sobre los autores materiales del evento delictivo; a su vez desahogar 
todas las diligencias para el debido esclarecimiento de los hechos; luego entonces, 
los datos asentados en dicho informe, no constituye una prueba en sí, sino que es 
un medio que sirve para obtener pruebas; criterio que comparte este Tribunal de 
Apelación. – 

Por lo que se refiere a la AUDITORIA INTERNA  (foja 12-87), signada por el 
Auditor Interno de la persona moral agraviada, ******* ****** *** *****, en el que se 
advierten los faltantes de inventario que no pudieron ser justificados por la Líder 
Vendedor Especializado en mercancía del lugar, determinando el monto del daño 
patrimonial de la Razón Social afectada, el cual asciende a la cantidad de 
SESENTA Y SIETE MIL SETECIENTOS CINCUENTA Y TRES PESOS 00/100 
MONEDA NACIONAL, la cual fue debidamente ratificada ante la Autoridad 
Ministerial por su emisor en fecha veintinueve de abril del año dos mil quince (foja 
92). – 

Probanza que a la cual el A quo indebidamente no entró al estudio de la 
presente probanza pues solo la trascribió en su resolución, pero no señaló si 
otorgaba o no valor alguno, tampoco fundamentó ni motivo según su criterio, lo cual 
fue incorrecto; sin embargo esta Sala Revisora considera que merece valor 
indiciario en términos del numeral 254 del Código de Procedimientos Penales 
Vigente en el Estado, con el cual se demuestra solamente el quantum de 
determinados objetos, de los cuales, como se dijo en líneas precedentes, no se 
tiene la certeza de que fueran sustraídos por una sujeto activo del delito; a más que 
su contenido resulta insuficiente para demostrar la acción de apoderamiento sobre 
los objetos muebles de los que se duele el denunciante; se afirma lo anterior, pues 
el único sustento que tiene la citada auditoria, fue con las políticas internas de 
operación; el acta de entrega de inventario a líderes responsables – la cual se 
encuentra sin firma de la sujeto activo y no describe los objetos que recibió –; los 
datos laborales de la sujeto activo; el reporte de inventario; y cedula analítica de 
faltantes de inventario, sin explicar en qué consisten tales cuestiones, ni mucho 
menos la metodología para su análisis; así también es de observarse que la 
información vertida en los documentos anexos a la auditoria no se encuentran 
debidamente sustentados, pues no son suficientes para acreditar la mecánica de 
los hechos, ya que con los mismos no se puede tener la certeza jurídica de que 
alguien se apodero de los objetos faltantes, de tal forma que no pueda tenerse 
certeza de la existencia física de los objetos muebles que se dicen sustraídos; y 
aunque existe el inventario de las mercancías entregadas a la sujeto activo, esta no 
tiene la firma de la sujeto activo y tampoco describen los supuestos objetos que 
recibió, máxime que no se tienen los documentos con los que se puede hacer una 
confrontación de las mercancías vendidas y las no vendidas en la temporalidad de 
los hechos, y obtener el posible faltante; resultando indispensable para determinar 
lo anterior, la elaboración de dictamen pericial contable que abundara sobre el 
particular, ya que a través de estos documentos se estaría en posibilidad de poder 
examinar en forma minuciosa los activos y pasivos de la empresa, la 
documentación que sustenta la adquisición de las mercancías, su comercialización 
y la cantidad en existencia, consideraciones que evidentemente no se encuentran 
descritas en la auditoria analizada por encargo de la persona moral que se dice 
agraviada, y en atención a dicha insuficiencia en la información es que se considera 
no conferir eficacia probatoria a tal medio probatorio, máxime que lo contenido en 
ella no se corrobora con algún otro medio de prueba digno de fe y crédito. – 

De igual manera se tiene el DICTAMEN DE PERICIAL CONTABLE, realizado 
por la Licenciada en Contaduría Nelcy Guadalupe May Poot, Perito adscrito a la 
Dirección de Servicios periciales zona norte de la extinta Procuraduría General del 
Estado de Quintana Roo, ahora Fiscalía General del Estado, de fecha veintiuno de 
septiembre del año dos mil diecisiete, quien en sus conclusiones determina que el 
daño económico de la persona moral agraviada es por la cantidad de TREINTA Y 
CINCO MIL CIENTO OCHENTA Y CUATRO PESOS 00/100 MONEDA NACIONAL. 
– 

Se advierte que incorrectamente el A quo, no entró al estudio de las mismas, 
se dice lo anterior, ya que debió estudiarlas en su resolución, esgrimir si según su 
criterio merece o no valor alguno, fundamentar y razonar su criterio, sumado a lo 
anterior, el Agente del Ministerio Público, en sus agravios fue omiso respecto de 
inconformarse al respecto. En tal virtud, esta Sala revisora advierte al analizar los 
conceptos de Violación que vierte en su escrito de expresión de agravios el Agente 
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del Ministerio Público del Fuero Común apelante, que los mismos son insuficientes 
para revocar las resoluciones combatidas; de considerar lo contrario y aceptar 
procedentes los agravios esgrimidos a título de concepto de violación, se expondría 
notablemente la violación de garantías en contra de los indiciados de mérito, en la 
medida que se revoquen las resoluciones dictadas por el A quo, puesto que no 
pude suplirse la deficiencia de los argumentos hechos valer por la institución 
ministerial, representada por el fiscal recurrente, en un asunto cuya litis es cerrada, 
por ser de estricto derecho, como es la apelación efectuada por el Ministerio 
Público y donde el examen de oficio de aquellos argumentos no planteados ni 
combatidos por el indagador en el recurso ordinario que se analiza. La reflexión 
mencionada y que marca inflexiblemente la obligación del recurrente, cuando éste 
lo es el Ministerio Público y el actuar de esta Alzada, encuentra fundamentó en el 
capítulo décimo, sección segunda del Código Adjetivo Penal vigente en la Entidad, 
específica y respectivamente en el artículo 302 del ordenamiento Procesal antes 
invocado, que establece que en el escrito a que se refiere el artículo que le 
precede, cuando el apelante sea el Ministerio Público, el ofendido o sus 
representantes, deberá expresarse qué parte de la resolución o auto apelado le 
causa agravio, el precepto o preceptos legales violados y el concepto o conceptos 
de violación. Artículo que impone al ahora recurrente la obligación de expresar la 
lesión o agravio que le causa a su derecho la determinación judicial combatida, por 
haberse aplicado indebidamente la Ley o por haberse dejado de aplicar la que rige 
en el caso, así como si en el proceso se violó manifiestamente el procedimiento en 
forma que se haya dejado sin defensa al quejoso. En consecuencia, al expresar 
cada agravio debe el inconforme señalar cuál es la parte de la resolución que le 
causa perjuicio, citar el precepto legal violado y expresar el o los conceptos de 
violación, empero, si se colige con la interpretación del numeral 328 de la Ley 
Adjetiva de la Materia en vigor, cuando el recurrente sea el Ministerio Público, si los 
agravios no los plantea debidamente, éstos no son aptos para ser tomados en 
consideración; por tanto, el agravio que carezca de estos requisitos, deberá 
declararse ineficaz, ya que la suplencia en materia de apelaciones penales, sólo 
obedece cuando se trate del indiciado o del directamente agraviado y no se pueden 
enmendar las omisiones o deficiencias impugnatorias en que incurra 
Representación Social; lo que acontece en el presente asunto que se analiza. En 
las apuntadas condiciones, es obvio, que el Agente del Ministerio Público recurrente 
no esgrimió argumento alguno para combatir la totalidad de los razonamientos con 
los que el A quo sustentó sus fallos, puesto que omite especificar por qué los 
motivos fundamentales que planteó el A quo son contrarios a derecho. Bajo ese 
tenor, no pueden las expresiones vertidas por el recurrente ser tomadas como un 
razonamiento lógico jurídico en el que demuestre su afirmación, de lo que se 
concluye, que basta el cotejo de las resoluciones impugnadas con el escrito de 
expresión de agravios, para advertir sin asomo de duda que los motivos de 
inconformidad que planteó el recurrente, a título de conceptos de violación, son 
insuficientes para revocar las resoluciones impugnadas; y, siendo ese un órgano 
técnico con funciones legalmente determinadas, esta Sala no puede suplir tal 
deficiencia; por tanto, este Tribunal de Alzada se encuentra imposibilitado 
jurídicamente para entrar al estudio de los eventos delictivos por los cuales se 
ejercitó acción penal, siendo aplicable al presente caso la Tesis de Jurisprudencia 
VI.2o. J/321 del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito que con número de 
registro doscientos diez mil setecientos ochenta y dos aparece publicada en la 
página ochenta y seis del tomo Ochenta correspondiente al mes de agosto de mil 
novecientos noventa y cuatro de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Octava Época en Materia Común, que reza: “AGRAVIOS. NO LO SON LAS 
AFIRMACIONES QUE NO RAZONAN CONTRA LOS FUNDAMENTÓS DEL 
FALLO QUE ATACAN.- No puede considerarse como agravio la simple 
manifestación y opinión del recurrente de inconformidad con el sentido de la 
sentencia recurrida por considerarla ilegal, ya que el mismo debe impugnar con 
razonamientos, los que la hayan fundado”. Así como en la Jurisprudencia II.3o. J/54 
del Tercer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito identificada con número de 
registro doscientos dieciséis mil quinientos veintisiete del tomo Sesenta y Cuatro del 
mes de abril del año mil novecientos noventa y tres de la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Octava Época en Materia Penal, que es del siguiente 
tenor literal: “APELACIÓN EN MATERIA PENAL, INTERPUESTA POR EL 
MINISTERIO PÚBLICO. SUS LIMITES.- Tratándose de la apelación en materia 
penal, el Tribunal Superior debe circunscribirse a los hechos apreciados en primera 
instancia, y conforme a los límites marcados por los propios agravios, cuando sea el 
Ministerio Público quien los exprese; ya que de ir más allá de lo alegado en ellos, se 
convertiría en una revisión oficiosa en cuanto a los puntos no recurridos, lo que 
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constituye una flagrante violación a las garantías individuales de legalidad y 
seguridad jurídica en perjuicio del reo”. En este orden de ideas, es menester para 
este Tribunal de Alzada, con apoyo en lo antes razonado, declarar insuficientes los 
agravios emitidos por el apelante para cambiar el sentido de la resolución 
combatida; y, por ende, procede confirmar la resolución recurrida, respecto al delito 
de FRAUDE con apoyo en la Tesis: VI.1o.2 C  del Primer tribunal colegiado del 
Sexto Circuito que con número de registro doscientos cinco mil ciento setenta y 
cuatro aparece publicada en la página trescientos treinta y tres del Tomo I 
correspondiente al mes de mayo de mil novecientos noventa y cinco del Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta de la Novena Época, que es del siguiente 
tenor literal: “AGRAVIOS INSUFICIENTES EN LA APELACIÓN, SON AQUELLOS 
QUE NO ATACAN TODAS LAS CONSIDERACIONES QUE SUSTENTAN EL 
FALLO DE PRIMERA INSTANCIA.- Si en la sentencia de primer grado el juez del 
conocimiento expresó diversos argumentos independientes entre sí y suficientes 
cada uno de ellos para sostener el sentido del fallo; al no ser impugnados en su 
totalidad por el apelante, en los casos en que el recurso es de estricto derecho, la 
Sala responsable debe tener a los agravios respectivos como insuficientes para 
revocar la sentencia recurrida, porque aun cuando los expresados fueran fundados, 
ello no traería como consecuencia revocar esa resolución, precisamente por quedar 
subsistente por falta de impugnación, algún otro motivo que rige el sentido de la 
sentencia materia del recurso”. – 

Es así, que contrario a los argumentos vertidos por Fiscal apelante, la 
denuncia presentada por el apoderado legal de la persona moral denominada 
******* *** ******* ******** ******* ** ******* ********, y los testimonios de los ciudadanos 
***** ***** **** Y ***** ***** **, no resultan suficientes para sustentar una acción de 
apoderamiento de parte de un sujeto activo, pues como ya se ha adelantado las 
manifestaciones del denunciante sólo son merecedoras de un valor probatorio de 
indicio, respecto a la preexistencia de los objetos motivo del apoderamiento y de su 
apropiación, sin que exista posibilidad alguna que pueda estar robustecida por las 
declaraciones de los testigos antes nombrados, lo que revela la omisión del Agente 
del Ministerio Público del Fuero Común, de cumplir con su obligación toral de 
investigar para la acreditación de la conducta por la cual ejercitó acción penal; luego 
entonces es evidente que con los escasos medios probatorios que presentó la 
Representación Social dentro de la etapa de investigación no fueron suficientes 
para acreditar los elementos del tipo penal del delito en estudio, pero de manera 
principal la acción de apoderamiento ilícita; lo anterior sin dejar de precisar que 
como se ha establecido en el presente fallo, que con los referidos medios 
probatorios no se satisfacen a plenitud los elementos integradores del tipo penal en 
comento; por otro lado si bien la parte agraviada refiere le fueron sustraído diversas 
mercancías a su representada, lo que se traduce a una simple manifestación, 
siendo que no puede advertirse la existencia, y falta posterior de dichos objetos, 
pero de manera principal su falta posterior, pues no hay dato de prueba alguno que 
demuestre que dichos objetos fueron sustraídos. A más de que no existen indicios 
para determinar la existencia de un robo. – 

Por otro lado, es de apreciarse que la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, establece los principios del debido proceso legal y el acusatorio, 
los cuales resguardan en forma implícita el diverso principio de presunción de 
inocencia, consistente en el derecho de todo gobernado, acusado de la comisión de 
un delito, a ser considerado como inocente, en tanto que no existan pruebas 
suficientes que destruyan dicha presunción, esto es, que se demuestre la existencia 
de todos los elementos del delito y en su caso, la probable responsabilidad en la 
comisión de dicho evento delictivo. Resulta aplicable al caso la Tesis: 2a. 
XXXV/2007, de la Novena Época, Registro: 172433, que por rubro y texto es del 
tenor literal siguiente: “PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. ALCANCES DE ESE 
PRINCIPIO CONSTITUCIONAL. El principio de presunción de inocencia que en 
materia procesal penal impone la obligación de arrojar la carga de la prueba al 
acusador, es un derecho fundamental que la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos reconoce y garantiza en general, cuyo alcance trasciende la 
órbita del debido proceso, pues con su aplicación se garantiza la protección de 
otros derechos fundamentales como son la dignidad humana, la libertad, la honra y 
el buen nombre, que podrían resultar vulnerados por actuaciones penales o 
disciplinarias irregulares. En consecuencia, este principio opera también en las 
situaciones extraprocesales y constituye el derecho a recibir la consideración y el 
trato de "no autor o no partícipe" en un hecho de carácter delictivo o en otro tipo de 
infracciones mientras no se demuestre la culpabilidad; por ende, otorga el derecho 
a que no se apliquen las consecuencias a los efectos jurídicos privativos vinculados 
a tales hechos, en cualquier materia. Amparo en revisión 89/2007. 21 de marzo de 
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2007. Cinco votos. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretario: Marat 
Paredes Montiel”.  

Luego entonces, de la lectura y estudio de los citados preceptos legales, 
analizados en armónica concatenación con las pruebas aportadas, así como de los 
hechos que se le imputan a la sujeto activo, permiten a ésta Alzada llegar a la 
conclusión, que existe insuficiencia probatoria para la comprobación del primero de 
los elementos típicos del antijurídico en estudio, que constituye la conducta de 
apoderamiento de diversos bienes muebles, siendo de explorado derecho que la 
sola imputación del Apoderado Legal de la persona moral agraviada, debe 
apreciarse en forma armónica con las pruebas aportadas durante la etapa de 
averiguación previa y la instrucción, llevando a cabo la valoración de tales 
declaraciones, de manera que esclarezca la verdad histórica de los hechos materia 
del presente asunto, lo cual como se dijo anteriormente no se acredita, ya que la 
Representación Social, de acuerdo a la dinámica del delito, debió de indagar a 
través de los medios que tiene a su alcance, como lo es la ahora Policía Ministerial, 
antes policía judicial, la identidad de las personas que supuestamente compraron 
los señalados artículos, a través de ventas ficticias, a fin de ofertar sus 
declaraciones testimoniales y así dilucidar las condiciones en las que les 
enajenaron tales productos, así como también el ateste de trabajadores de diversas 
sucursales, a fin de establecer que efectivamente no se trasladaron a diversas 
tiendas de la persona moral agraviada los supuestos objetos apoderados; por lo 
tanto, queda evidenciado que en el cúmulo probatorio que obra en autos, existe 
dicha insuficiencia probatoria para demostrar la acción de apoderamiento de los 
bienes muebles que pretende imputar la Representación Social al ahora acusado, 
por tanto dicha circunstancia, como se mencionó con antelación no se encuentra 
demostrada, a más de que contrario a lo estimado por fiscal apelante, dicha 
probanza (denuncia del Apoderado Legal de la Razón Social afectada), resulta 
insuficiente para acreditar el primero de los elementos típicos del delito;  

En esa guisa, al no existir pruebas suficientes con las que se tenga por 
acreditado el tipo penal de ROBO, resulta innecesario entrar al estudio de la 
probable responsabilidad de la sujeto activo, en su comisión; resultando de igual 
forma aplicable al caso que nos ocupa las Tesis de Jurisprudencias la primera de 
ellas Sustentada por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto 
Circuito, visible a fojas 1707, del Tomo XIV, correspondiente al mes de diciembre 
del año dos mil uno, del semanario judicial de la federación y su Gaceta, Novena 
Época que es del tenor literal siguiente: “CUERPO DEL DELITO, CUANDO FALTA 
ALGUNO DE SUS ELEMENTOS (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE PUEBLA). De 
acuerdo con el contenido de los artículos 16 y 19 de la Constitución Federal, y del 
diverso 83 del Código de Procedimientos en Materia de Defensa Social del Estado, 
se entiende como cuerpo del delito al conjunto de elementos objetivos o externos 
que constituyen la materialidad del hecho descrito por la ley, así como a los 
normativos, subjetivos o internos, en caso de que la hipótesis legal lo requiere; por 
lo que si de la conducta desplegada por el sujeto activo no se acredita alguno de 
estos elementos, como consecuencia, la hipótesis legal no se actualiza y, por tanto 
no podrá efectuarse juicio de reproche alguno”. – 

 En este orden de ideas acorde a lo dispuesto por el artículo 16 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 30 del Código de 
Procedimientos Penales Vigente en el Estado, es menester para este Tribunal 
de Alzada confirmar el Punto Resolutivo Segundo de la resolución de fecha 
treinta y uno de enero del año dos mil veinte, dictada por la Secretaria de 
Estudio y Cuenta de Juzgado en Funciones de Juez Tercero Penal Auxiliar “A” 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Cancún, Quintana Roo, mediante 
el cual se negó la orden de aprehensión a favor de **** *** ******* ***** *******, 
por la comisión del delito de ROBO, previsto en el artículo 142, en su párrafo 
primero y 145 fracción V, sancionado con el artículo 145 párrafo primero, en 
relación 14 párrafo segundo y 16 fracción I, todos del Código Penal vigente en 
el Estado al momento de los hechos; en los autos de la causa penal número 
******; y  

Por lo expuesto, razonado y fundado, es de resolverse y se: - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  R E S U E L V E - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - PRIMERO.- Se CONFIRMA el sentido de la resolución, de fecha treinta y 
uno de enero del año dos mil veinte, en donde se dictó NEGATIVA DE ORDEN DE 
APREHENSIÓN a favor de **** *** ******* ***** *******, por la comisión del delito de 
ROBO, previsto en el artículo 142, en su párrafo primero y 145 fracción V, 
sancionado con el artículo 145 párrafo primero, en relación 14 párrafo segundo y 
16 fracción I, todos del Código Penal vigente en el Estado al momento de los 
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hechos, que se dice cometido en agravio de la persona moral denominada ******* 
*** ******* ** ** ** ** **, de conformidad con lo razonado en los considerandos de la 
presente resolución. – 
- - - SEGUNDO.- Expídanse las copias de ley correspondientes, y con testimonio 
anexo de la presente resolución, remítanse el original de la causa penal en cita al 
juzgado de origen, para sus efectos legales correspondientes, y en su oportunidad 
archívese el toca como asunto totalmente concluido. –  
- - - TERCERO.- Atendiendo a lo establecido en nuestra Carta Magna en el Artículo 
20 Apartado C, y en el Artículo 3 Bis Fracción XX de nuestro Ordenamiento Penal 
vigente en el Estado, el cual establece de forma textual: “Los denunciantes, 
querellantes y las víctimas u ofendidos, por la comisión del delito tendrán derecho, 
en la averiguación previa o en el proceso, según corresponda…” Fracción XX.- “A 
qué se le notifique personalmente el no ejercicio de la acción penal, y la sentencia 
de primera instancia y segunda instancia y las demás resoluciones que determine 
este Código”; Se ordena notificar de forma personal al ciudadano Agente del 
Ministerio Público del Fuero Común Adscrito a esta Sala de la presente resolución, 
así como al denunciante ****** ****** ***** *********, para los efectos legales 
correspondientes. – 
- - - CUARTO.-  NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE Y CÚMPLASE.- Así lo resolvió 
y firma la Maestra ******* ******** *******, Magistrada de la Octava Sala 
Especializada en Materia Penal Tradicional del Tribunal Superior de Justicia del 
Estado, con sede en la Ciudad de Cancún, Quintana Roo, ante la Secretaria de 
Acuerdos de la Sala Maestra **** ****** ***** ******,  quien autoriza y da fe.- - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - DOY FE. - - -  
 
Todos los textos eliminados en esta versión pública corresponden a información 
confidencial en su vertiente de datos personales y/o sensibles (nombres de las 
partes, estado civil, lugar de nacimiento, domicilio, edades y datos de localización 
de los inmuebles entre otros). En términos de lo previsto en los artículos 126, 127, 
129 y 137 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 
Estado de Quintana Roo y 116 la Ley General de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública. 
 
 


